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CAMBIOS Y CONTINUIDADES EN LA POLÍTICA 
SOCIAL EN CENTROAMÉRICA

INCLUSIÓN LIMITADA EN UNA REGIÓN  
DE EXCLUSIÓN HISTÓRICA*

1. INTRODUCCIÓN 
En materia de política social, en Centroamérica coexisten dos escena-
rios marcadamente distintos. Por un lado, está Costa Rica, que logró 
una importante inclusión a partir de una expansión de su régimen de 
política social durante la segunda mitad del siglo XX, y que ha expe-
rimentado transformaciones graduales en su institucionalidad en los 
últimos veinticinco años (Martínez Franzoni, 2008; Martínez Fran-
zoni y Sánchez-Ancochea, 2016)1. Por otro lado, y en gran contraste, 
la política social en el resto de la región, es decir Guatemala, El Sal-

*	 El análisis empírico presentado en este trabajo alcanza hasta la primera mitad 
de los 2000. Ideas presentadas en este artículo fueron originalmente publicadas en 
“La política social en Centroamérica: tímidos cambios y tercas continuidades”, Me-
soamérica 56 (2014: 140-165). Copyright © by Plumsock Mesoamerican Studies. Se 
reproducen con el permiso correspondiente. 
1	 Para una discusión sobre los cambios ocurridos en Costa Rica, véase Martínez 
Franzoni y Sánchez-Ancochea (2013). Durante los años noventa, Costa Rica introdu-
jo reformas graduales, resistió reformas explícitamente privatizadoras y logró la in-
corporación de sectores previamente excluidos (como el trabajo por cuenta propia). 
Simultáneamente, una menor inversión social por habitante y fuertes presiones de 
mercado afectaron la calidad –más que la cobertura– de transferencias y servicios, y 
ampliaron el papel relativo del gasto privado. 
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vador, Honduras y Nicaragua, se destaca por su carácter excluyente 
(Filgueira, 1995). Este capítulo se enfoca en este último escenario 
por dos razones. Primero, estos cuatro países han experimentado 
“dobles transiciones” económicas y políticas, de ampliación del pa-
pel del mercado y de la democracia electoral y tienen necesidades 
sociales mucho más imperiosas que Costa Rica (Centeno, 1994). 
Segundo, los estudios sobre estos países centroamericanos son es-
casos. Tiene, por eso, sentido concentrarnos de forma exclusiva en 
estos cuatro países. 

¿Qué ha ocurrido en cuanto a la política social en estos países con 
historias de protección social excluyente? Para responder a esta pregun-
ta, este artículo busca presentar una mirada a los cambios y las continui-
dades en materia de la política social en El Salvador, Guatemala, Hondu-
ras y Nicaragua. Esto no solo se justifica por el hecho de que la población 
conjunta en estos países suma 36 millones de habitantes, muchos de los 
cuales viven en condiciones de (extrema) pobreza, pero también porque 
es imperativo entender los cambios ocurridos en política social en paí-
ses que han tenido históricamente mercados laborales altamente infor-
males, una escasa inversión social y redes de protección formal fuerte-
mente centradas en las familias antes que en la institucionalidad pública 
(Gough y Wood, 2004; Martínez Franzoni, 2008).2 Con esto, podemos 
entender mejor los márgenes de acción en materia de política social en 
contextos excluyentes, y analizar sus alcances y limitaciones. 

En lo que sigue, ofrecemos primero una breve discusión respecto 
a los cambios en la arquitectura de la política social de estos países 
en las décadas de 1990 y 2000. Segundo, hasta donde los datos permi-
ten un análisis comparativo, ofrecemos una mirada crítica sobre los 
cambios en materia de los recursos destinados a la inversión social y 
sus alcances en cobertura y desigualdad, Tercero, discutimos por qué 
se dieron estos cambios, y por qué fueron tan limitados. La última 
sección ofrece algunas reflexiones finales.

2. CAMBIOS EN LAS ARQUITECTURAS DE LA POLÍTICA SOCIAL:  
DE PROGRAMAS A REORGANIZACIÓN DE SECTORES
Durante las décadas de 1990 y 2000, en los países centroamericanos, 
la arquitectura de las políticas de dichos países se transformó.3 En 

2	 También son cuatro países heterogéneos: Guatemala es el más desigual y Nicara-
gua, el menos desigual de Latinoamérica (Cornia, 2010; López-Calva y Lustig, 2010). 

3	 La arquitectura alude al conjunto de dimensiones que definen quiénes acceden a 
qué, cómo y en función de qué criterios. Véase Martínez Franzoni y Sánchez-Anco-
chea (2014a). En este artículo, sin embargo, recurro a una operacionalización empí-
rica en lugar de desagregarla dimensión por dimensión. 
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este período, hubo una escasa pero creciente inversión en la política 
social, sobre todo destinado a medidas asistenciales para poblaciones 
en condiciones de pobreza, la ampliación del acceso a la seguridad 
social contributiva, y la inclusión de grupos específicos de personas 
(por ejemplo, para mayores de edad). 

El principal cambio en los años noventa fue la retracción del Es-
tado en seguridad social destinada a trabajadores formales —cuya 
cobertura global era escasa pero relevante en el sector público—. Al 
mismo tiempo, se dio la expansión de programas sociales focalizados, 
dirigidos a poblaciones pobres. En los años dos mil, en cambio, el én-
fasis estuvo en la reorganización de los sectores de educación y salud 
para garantizar servicios sociales básicos. A continuación se discuten 
en detalle los principales cambios en estas dos décadas.

LOS AÑOS NOVENTA
Durante los noventa, los cambios de la política social en América La-
tina se enmarcaron en el proceso de ajuste estructural de las econo-
mías, y dentro del contexto de un auge del espectro ideológico de la 
derecha política. Específicamente, apoyados en el llamado “Consen-
so de Washington”, los gobiernos promovieron reformas estatales 
orientadas a una mayor gestión individual, privada, del riesgo (Fil-
gueira, 1998; Molyneux, 2007). Bajo esta visión, la política social fue 
transformándose a medida que se impulsaban tres tipos de reformas 
que, coherentes con las orientaciones internacionales predominan-
tes en esta materia, promovían la focalización, descentralización y la 
privatización de la prestación de servicios sociales (Molyneux, 2007). 
Primero, se dio una descentralización de la educación y la salud; se-
gundo, la creación de un conjunto de programas de asistencia social 
y, tercero, en menor medida, la privatización de componentes de la 
seguridad social. 

En los cuatro países centroamericanos, las medidas introducidas 
en educación y en salud reflejaron esta orientación. En específico, 
buscaron ampliar la participación comunitaria y privada, principal-
mente mediante organizaciones no gubernamentales (ONG), como 
por ejemplo en los casos de Educación con Participación de la Co-
munidad (educo) y Sistema Básico de Salud Integral (sibasi) en El 
Salvador (Programa Estado de la Nación, 2011), mientras Guatema-
la, Honduras y Nicaragua implementaron medidas similares. Estas 
políticas de incorporación de terceros se apoyaron extensivamente 
en trabajo voluntario, no remunerado, principalmente femenino. 
Nicaragua representa el caso más emblemático, donde se promovió 
uno de los procesos de descentralización escolar más radicales de 
Latinoamérica, basado en un modelo de “auto-ayuda” y con un peso 
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grande del trabajo voluntario comunitario para la ejecución de pro-
gramas sociales.4

Los cambios en la arquitectura de la seguridad social en los cuatro 
países fueron más heterogéneos. Por un lado, consistente con las 
tendencias regionales, El Salvador y Nicaragua adoptaron reformas 
para pasar de sistemas de ahorro colectivo a fondos de ahorro indi-
vidual. Los dos regímenes privatizados tuvieron magros resultados 
en materia tanto de cobertura como de beneficios. En un extremo 
estuvo Nicaragua, donde fue inviable implementar el cambio legis-
lativamente adoptado hasta llegar a la anulación de la reforma en 
2006 (Carrera, Castro y Sojo, 2010). En el otro extremo, la refor-
ma salvadoreña se implementó rápidamente, obligando a los nuevos 
trabajadores a contribuir al sistema privado de ahorro individual 
(Mesa-Lago, 2012). Sin embargo, la cobertura descendió de 26 % de 
la PEA en 1998 –antes de la reforma– a 18 % en 2004, y a 19 % en 
2007 –todavía siete puntos porcentuales por debajo del nivel de pre-
reforma– (Mesa-Lago, 2012). Por otro lado, Guatemala y Honduras 
conservaron sistemas colectivos obligatorios para la población asa-
lariada (Mesa-Lago, 2008).

Los cuatro países mantuvieron regímenes especiales para ocu-
paciones como las fuerzas armadas y funcionarios públicos. Así, 
en el 2010, Guatemala tenía tres regímenes, El Salvador y Nicara-
gua cuatro, y Honduras tenía diez (Mesa-Lago, 2012). Dado que 
las personas cubiertas por estos regímenes especiales generalmente 
tienen menores edades de retiro, mejores beneficios, menores con-
tribuciones y subsidios fiscales, esto ha mantenido la estratifica-
ción en la distribución de los ingresos, principalmente laborales 
(Mesa-Lago, 2012).

En materia de asistencia social, como en casi toda América Lati-
na, durante los años noventa se crearon los fondos de emergencia so-
cial para la lucha contra la pobreza. Si bien estos fondos se pensaron 
como instrumentos temporales, en los cuatro países centroamerica-
nos la mayoría continúan vigentes.5 Préstamos internacionales les 

4	 El gobierno promovió un modelo educacional de “auto ayuda”, el cual estaba a 
tono con las agudas restricciones presupuestarias y con las ideas internacionales 
inspiradas en la descentralización chilena. Véase Ministerio de Educación (1990). 
Además de los préstamos financieros internacionales, las familias –en particular las 
madres– suministraron un importante volumen de recursos para la administración 
escolar –como el manejo salarial y la recaudación de fondos para la infraestructura 
escolar– y la preparación de los alimentos. Véanse Gershberg (1999) y Greenwood y 
Hickman (1991). 

5	 En El Salvador, el Fondo de Inversión Social para el Desarrollo Local (fisdl) fue 
creado en 1990/1996, en 1990 se crearon el Fondo Hondureño de Inversión Social 
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dieron viabilidad y permitieron crear programas de alimentación, 
nutrición y salud. En algunos casos, como en Guatemala, se crea-
ron varios fondos dirigidos a distintas poblaciones.6 En Honduras y 
Nicaragua se relacionaron con medidas de política económica para 
enfrentar la alta deuda externa (Proyecto Estado de la Región, 2003). 
Lamentablemente, no existen evaluaciones de los resultados de los 
fondos para reducir la pobreza.

LOS AÑOS DOS MIL
Durante la primera década de dos mil, hubo una expansión de la 
política social, orientada a garantizar el acceso a los servicios socia-
les básicos. Estos cambios se vincularon en gran medida (aunque 
no exclusivamente) con las victorias electorales de candidatos con 
orientaciones de centroizquierda, proclives a promover una amplia-
ción de la inversión y de los programas sociales (como Honduras en 
2006 y en Guatemala en 2008). Por ejemplo, en 2007, en El Salvador 
se definieron garantías comunes a la prestación de servicios de salud 
públicos y privados. Además, se buscó ampliar los servicios básicos y 
el gobierno de izquierda a partir de 2009, introdujo reformas legales 
para eliminar los pagos de bolsillo en el acceso a los servicios públi-
cos de salud y reguló precios, calidad y oportunidad de las medicinas 
(Gobierno de El Salvador, 2012). 

En contraste, durante este período, la seguridad social en ge-
neral, y las pensiones en particular, experimentaron pocos cambios 
de diseño que fortalecieran los regímenes colectivos. En ninguno de 
los países los beneficios de las pensiones son suficientes, lo cual des-
incentiva la contribución. En Honduras y Nicaragua, por ejemplo, 
las contribuciones se definen para un salario inferior al mínimo y 
los beneficios son, por lo tanto, también insuficientes. Además, en 
Nicaragua el Estado no contribuye al financiamiento del régimen 
(Carrera, Castro y Sojo, 2010). Por ello, fortalecer la solidaridad de 
los sistemas y persuadir a los sectores con ingresos medios acerca de 
la conveniencia de contribuir a estos sistemas requiere de transfor-
maciones de diseño aún pendientes (Sojo, 2012).

En este período, sí hubo cambios importantes en la arquitectura 
de programas de asistencia social. Estos se vincularon más decidi-
damente con medidas sectoriales, y dejaron de gravitar en torno a 

(fhis) y el Fondo de Inversión Social de Emergencia (fise) de Nicaragua y en el caso 
de Guatemala el Fondo de Inversión Social (fis) fue creado en 1993.

6	 El gobierno creó primero el Fondo de Inversión Social y después múltiples fondos 
como el Fondo Guatemalteco para la Vivienda (FOGUAVI), el Fondo de Desarrollo 
Indígena Guatemalteco (FODIGUA) y el Fondo Nacional para la Paz (FONAPAZ). 
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los fondos de emergencia social para pasar a promover las transfe-
rencias monetarias condicionadas (tmc). Al igual que en el resto de 
la región, las tmc se canalizaron principalmente a las madres con la 
condición de que los niños asistan a la escuela y reciban auscultacio-
nes médicas. A raíz de las tmc, para organizar el cumplimiento de las 
condicionalidades, la asistencia social promovió mayores grados de 
participación y coordinación con las autoridades sectoriales, prin-
cipalmente los Ministerios de Educación y Salud. En la mayoría de 
los casos, ello ha requerido inversión para ampliar la infraestructura 
educativa y de salud existente. En general, y a diferencia de lo que 
ocurre en países con mayores niveles de desarrollo humano y de ma-
yor solvencia fiscal en materia de inversión, en Centroamérica estos 
programas han sido principalmente financiados con cooperación y 
préstamos internacionales (Moore, 2009).

Como resultado de estos cambios, la cobertura de los programas 
de asistencia social, en particular de las transferencias monetarias 
condicionadas, en El Salvador se había incrementado de 6 % a 8 % 
de la población entre 2009 y 2011; en Honduras de 6 % a 9 % a partir 
de 2006 y en Guatemala alcanzó el 23 % entre 2008 y 2012 aunque 
descendió tan rápido como había ascendido en el cambio de un go-
bierno a otro (León 2008; Cecchini y Madariaga, 2011). Lamentable-
mente se carece de datos relativos a Nicaragua. 

Las medidas aplicadas en materia de asistencia social no se li-
mitan a los programas de transferencias monetarias condicionadas. 
Honduras cuenta con un programa de protección social, el cual ha-
bía sido creado en 1993. En El Salvador y en Guatemala, durante los 
años 2000 se crearon pensiones no contributivas destinadas a perso-
nas adultas mayores en condición de pobreza extrema. Estos progra-
mas varían considerablemente en contribuciones (19 dólares men-
suales por bono en Guatemala; 50 dólares mensuales en El Salvador) 
como también en cobertura (Programa Estado de la Nación, 2011). 
Nicaragua carece de estos beneficios. Estas medidas son extrema-
damente importantes en contextos de desprotección históricamen-
te muy alta: al menos ocho de cada diez personas económicamente 
activas carecen de todo esquema contributivo de protección social. 

Con el avance de la década del 2000, los países centroamerica-
nos comenzaron a recurrir a la noción de pisos de protección social, 
reflejando en gran medida cambios de enfoque en las ideas interna-
cionales dominantes. Así, empezaron a incorporar nuevos servicios, 
como los de cuidados, en particular de la primera infancia, como 
parte de dichos pisos. Por ejemplo, El Salvador aprobó en 2009 una 
ley estableciendo la universalización de los servicios de cuidado para 
infantes de cero a tres años de edad. Al momento de la aprobación de 
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la ley, sólo 1.8% de la niñez en ese rango de edad tenía acceso a algún 
tipo de servicio, fuera público o privado (Bachelet, 2011). 

Similarmente, en El Salvador, el plan de desarrollo 2010-2014 
contempló un conjunto de programas sociales enfocados en aten-
der algunas de las garantías que la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT) concibe como parte de los pisos de protección social. 
Estos programas incluyen transferencias monetarias, pensiones no 
contributivas y atención médica básica (Bachelet, 2011). Desde 2009 
estas medidas formaron parte de un sistema universal de protección 
social. 

En general, entonces, hubo en la región centroamericana una 
ampliación de la arquitectura de política social en las décadas 1990 
y 2000. A continuación, se discute cómo, a pesar de esto, los alcances 
en cobertura y los efectos en la distribución fueron limitados.

3. DE LOS RECURSOS A LOS ALCANCES: MÁS INVERSIÓN,  
PERO TÍMIDOS EFECTOS
En este apartado se aborda cómo estos cambios en la arquitectura se 
ven reflejados en la magnitud de la inversión social y, de manera muy 
general, sus alcances en cuanto a su cobertura, calidad y suficiencia. 
Idealmente, combinaríamos indicadores de gasto con mediciones de 
cobertura y suficiencia de transferencias y servicios al comienzo y al 
final del período. Sin embargo, existen importantes limitaciones en 
la disponibilidad y comparabilidad de los datos entre países y entre 
sectores de política social a los que el análisis ha buscado adecuarse. 

3.1. RECURSOS DESTINADOS A LA POLÍTICA SOCIAL: EL AUMENTO,  
NO NECESARIAMENTE PROGRESIVO, DE LA INVERSIÓN SOCIAL 
Las décadas de 1990 y 2000 vieron importantes aumentos en los re-
cursos destinados a la política social. Este incremento de la inversión 
social tuvo distintos tiempos entre países. En El Salvador y Guate-
mala, los mayores incrementos tuvieron lugar durante la década de 
los noventa, en gran medida en seguimiento a los Acuerdos de Paz. 
En cambio, en Honduras y Nicaragua ello ocurrió durante los años 
posteriores al 2000,7 principalmente reflejando la ayuda internacio-
nal que siguió al huracán Mitch en 1998. En el período bajo consi-
deración, sin embargo, destaca el aumento en los datos disponibles. 

Primero, en los cuatro países centroamericanos, la inversión so-
cial por habitante se incrementó entre 1990 y 2009 (véase gráfico 1).  

7	 Nótese que los datos correspondientes a El Salvador sólo llegan a 2009. Los 
cambios impulsados por el gobierno de izquierda a partir de ese mismo año no están 
aún reflejados. 
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Esta tendencia fue más destacada en El Salvador, inicialmente el 
país con la menor inversión social de los cuatro. Acá, la inversión 
social se incrementó seis veces frente, mientras que en los otros tres 
países aumentó 2.5. En términos absolutos, en 2009, El Salvador des-
tinaba 382 dólares per cápita a la política social (incluyendo los re-
cursos dirigidos a financiar la seguridad social privatizada), dos veces 
más que Guatemala y Honduras, y tres veces más que Nicaragua. 

Segundo, y como resultado del aumento de la inversión social, 
en todos los países incrementó la importancia relativa de la política 
social respecto al pib (véase gráfico 1, eje secundario). En El Salvador, 
la inversión social aumentó de 2.9% del pib en 1993, a 13% en 2009, un 
aumento de 10 puntos porcentuales. Si bien los aumentos en los otros 
tres países no fueron tan espectaculares, también creció el peso de la 
inversión social en el pib de manera substancial en Nicaragua (6 pun-
tos porcentuales), Honduras (5.8 puntos porcentuales) y Guatemala 
(4.2 puntos porcentuales).

Gráfico 1
Inversión social según países, 1990, 2000 y 2009 

Fuente: Elaboración propia a partir de cepal (2013).
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Tercero, esta tendencia se ha expresado en una creciente importan-
cia fiscal de la política social entre 1990 y 2000 en los cuatro países, 
y a excepción de El Salvador, también para el período entre 2000 y 
2009 (véase gráfico 1, eje secundario). La inversión como porcentaje 
de la inversión pública total creció de manera substancial en los cua-
tro países. En Guatemala, este aumento fue mayor que el ocurrido 
en la inversión social por habitante y en su peso relativo respecto 
al pib. En El Salvador, durante los años posteriores al año 2000, la 
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prioridad fiscal se estancó, mientras la inversión social absoluta por 
habitante aumentaba.

Sin embargo, los cambios en la composición de la inversión no 
fueron claramente positivos. El peso del gasto total en educación y sa-
lud se contrajo y se mantuvo constante, respectivamente (véase gráfico 
2). Para la inclusión a través de la política social, esto es preocupante, 
dado que estos dos sectores son potencialmente más importantes para 
la inclusión de la población de menores ingresos e históricamente ex-
cluida de los servicios sociales. Solo en Honduras aumentó la impor-
tancia relativa de la educación. 

Gráfico 2
Inversión social en cada país según sectores y años como  

porcentaje de la inversión social pública total 

Fuente: Portal de inversión social en la región (cepal, 2013).

La evolución de la inversión en seguridad social varía entre los cua-
tro países centroamericanos. Estos beneficios son para el trabajo for-
mal asalariado y, aunque muy necesarias para sectores de ingresos 
medios, excluyen al menos a la mitad de la población económica-
mente activa que se desempeña en actividades laborales informales. 
En El Salvador, hubo un aumento substancial del peso relativo de 
la inversión en seguridad social en el total, mientras que hubo una 
contracción en Guatemala y Honduras, aunque en este último fue 
un cambio de peso relativo muy pequeño. Además, los cuatro países 
considerados destacan por el pequeño porcentaje de inversión social 
destinada a la vivienda e infraestructura, contrastando con el alto 
déficit existente, especialmente en áreas rurales y urbanas periféri-
cas (Hammill, 2007).
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Paralelamente a estos cambios en la inversión social pública, ocu-
rrieron cambios en el gasto privado que hacen directamente los hoga-
res, principalmente en la atención de la salud (véase gráfico 3, con los 
datos comparables más recientes disponibles). De nuevo, el panorama 
varía entre países. Por un lado, en El Salvador aumentó la importan-
cia relativa de la inversión pública con respecto al gasto privado de 
bolsillo durante la década del 2000. Mientras tanto, en Guatemala y 
Honduras el peso del gasto de bolsillo aumentó. Si se toma en cuenta 
que la inversión pública creció en este mismo período, quiere decir que 
en estos escenarios el gasto privado en la salud creció más rápido que 
el gasto público. En Guatemala, el gasto privado de 2011 es de 29 pun-
tos porcentuales más alto que la inversión pública, similar a la brecha 
en El Salvador (27 puntos porcentuales). En Honduras esta brecha es 
mucho más pequeña (2 puntos porcentuales) y lo que llama la aten-
ción en Nicaragua es que no solo esta brecha es pequeña (de 8 puntos 
porcentuales), sino también la estabilidad de ambas fuentes de gasto.

 La Organización Panamericana de la Salud (ops) ha manifestado 
preocupación por el aumento del gasto privado en el marco de siste-
mas de salud débiles, como los de Centroamérica, lo cual para las fa-
milias representa costos inversamente proporcionales a sus ingresos, 
bajo una lógica de lucro antes que de derecho social (ops, 2007). En 
este escenario, además, una proporción importante del gasto privado 
se destina a compras de medicamentos recomendados en las farma-
cias para atender problemas apremiantes, antes que en diagnósticos 
y tratamientos apropiados.

Gráfico 3
Gasto en salud: según fuente, como porcentaje del gasto en salud, 2000 y 2011

Fuente: World Health Statistics (WHO, 2014).
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Adicionalmente, en los cuatro países, los servicios de salud que 
provee el sistema de la seguridad social están organizados de ma-
nera independiente de los servicios de la salud pública, de modo 
que los recursos fiscales se segmentan. Esto afecta negativamente 
tanto el acceso como la cantidad y la calidad de los beneficios (Ce-
trángolo y Goldschmit, 2009). Esta segmentación tiene lugar, sin 
embargo, en escenarios nacionales con distinta importancia rela-
tiva de la seguridad social. En Honduras, la importancia relativa 
del seguro social es mínima, donde solo un cuarto de la inversión 
pública se canaliza a través de la seguridad social. En Nicaragua el 
seguro social equivale a un tercio de toda la inversión pública en 
salud, mientras que en El Salvador y Guatemala el seguro social 
canaliza 42 % de dicha inversión.

A partir de estos datos presentados, con las limitaciones que éstos 
tienen, es claro que El Salvador se distingue de los otros tres países 
tanto en el aumento de su inversión social como en el comportamien-
to del gasto privado. 

3.2. ALCANCES DE LA POLÍTICA SOCIAL: DATOS ESCASOS, COBERTURA 
INERCIAL Y TÍMIDOS EFECTOS EN LA DESIGUALDAD 
Para aproximarse a los alcances de la política social, es importante 
analizar la cobertura. Es decir, el acceso de la población a transfe-
rencias y servicios permite una aproximación al uso de la inversión 
social. A continuación, nos enfocamos en el acceso a la educación, la 
protección social, los servicios de salud y de transferencias por vejez 
o pensiones.

Primero, en la cobertura de la educación, los cuatro países 
han logrado aumentos a partir de puntos iniciales variables en 
1990 (Honduras tenía mayor cobertura que Nicaragua), aunque 
no disponemos de datos comparativos para El Salvador y Guate-
mala sino hasta 2000. En el gráfico 4 se reportan los cambios en 
materia de cobertura educativa según la tasa neta de escolaridad 
de nivel primario y secundario. Destaca que entre 2000 y 2010, 
período para cual se dispone de datos para los cuatro países, hubo 
un aumento substancial en los cuatro países que les permitió que 
se ubicaran en 2010 por encima de 90 % de la cobertura para la 
educación primaria. En Nicaragua, esta cobertura llegó a 95 %. 
Aunque con un importante rezago con respecto al nivel primario, 
la tendencia al aumento de la cobertura también ocurrió en la edu-
cación secundaria. La cobertura más reciente es considerablemen-
te mayor en El Salvador (cercana a 60 %) y menor en Honduras 
(33 %).
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Segundo, y en contraste, la cobertura en protección social es todavía 
muy baja. A partir de los datos que arrojan las encuestas de hogares, 
estimaciones de la Comisión Económica para América Latina y el Ca-
ribe (cepal) reportan que en promedio entre cuatro y seis de quienes 
habitan en los cuatro países examinados carecen de protección social 
estatal que garantice su seguridad de ingresos (cepal, 2012; Sojo, 2012). 
Para algunos de los países, para los cuales los datos permiten un análi-
sis individual, se confirma este escenario, o incluso destaca que la pro-
porción sin protección social es aún mayor. En Honduras la población 
desprotegida asciende a 39 %, en El Salvador a 58 % y en Guatemala 
a 63 % (cepal, 2012). Para el quintil de menores ingresos, la población 
carente de protección social es de 77 % en El Salvador, mientras que en 
Guatemala es de 81 % y en Honduras de 45 %. 

Tercero, los servicios públicos de salud alcanzan generalmente a 
un número considerablemente menor que quienes tienen formalmente 
el derecho. Además, en el mejor de los casos sólo cuentan con los servi-
cios más básicos, deficitarios en calidad y con frecuencia requieren ser 
complementados con copagos de facto o legalmente establecidos.8 Por 
eso, al analizar la cobertura de los servicios de salud, es importante en-
focarse en un indicador que capture el acceso efectivo, y no el teórico. 
En este sentido, un indicador más adecuado de la capacidad estatal de 
los sistemas de salud es el relativo a la proporción de partos asistidos 
por personal capacitado. El cuadro 1 presenta estos datos para el últi-
mo año disponible. De los cuatro países centroamericanos, Nicaragua 
(85.8 %) y El Salvador (84.9 %) tienen el mejor desempeño, aunque aún 
están lejos de 100 % alcanzado por los países con los sistemas más ro-
bustos de Latinoamérica. En Honduras, dos de tres partos son asistidos 
por personal capacitado, mientras que en Guatemala es sólo la mitad.

Cuadro 1
Partos asistidos por personal capacitado, en porcentajes para el último año disponible

Países % Año

Media Latinoamérica 93.7 2012

El Salvador 84.9 2012

Guatemala 52.3 2012

Honduras 66.9 2010

Nicaragua 85.8 2010

Fuente: Elaborado con datos de Pan American Health Organization (2012a y 2012b). Nota: El personal capacitado incluye 
médicos, enfermeras, parteras y personal calificado en programas de primer nivel de atención en salud.

8	 El Salvador es la excepción. Desde 2009, el gobierno ha tomado una postura acti-
va para eliminarlos. 
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Finalmente, en materia de pensiones, también existe todavía un va-
cío importante en la cobertura. Al menos la mitad de la fuerza la-
boral de estos países se desempeña principalmente en trabajos no 
calificados, de baja productividad y generalmente autoempleo, o en 
microempresas y empresas familiares sin remuneración (cepal, 2012; 
Mesa-Lago, 2012). Estas características de los mercados laborales 
restringen necesariamente el alcance de las medidas contributivas. 
A ello se agregan las propias limitaciones de la política social. Así, en 
la región centroamericana (menos Costa Rica), las pensiones contri-
butivas alcanzan en promedio solo a dos de cada diez personas: 21 
en Guatemala, 20 en Nicaragua, 19 en El Salvador y 16 en Honduras. 
La cobertura de las pensiones para las personas de 65 años o más es 
igualmente baja en El Salvador (16 %), Guatemala (15 %), Honduras 
(5 %)9. Esta escasa cobertura de las pensiones, además, se reparte 
desigualmente. Por ejemplo, en Guatemala un tercio de las perso-
nas del quintil de mayores ingresos tienen seguridad social, mientras 
que nadie en el quintil de menores ingresos. En este contexto de 
baja cobertura, la creación de programas de pensiones no contribu-
tivas que tuvo lugar en todos los países, con excepción de Nicaragua, 
constituye un avance significativo en términos de la inversión social. 

Sin embargo, todavía existen dudas sobre la medida en que este 
acceso a transferencias y servicios reduce la desigualdad social. Ba-
sado en Barreix, Bès y Roca (2009), Fabrice Lehoucq (2012) valora 
precisamente esta capacidad de la inversión social y encuentra que es 
mínima en Guatemala (0.9 %), seguida por El Salvador (1.9 %) y en 
mayor medida Nicaragua (5.4 %) (Barreix, Bès y Roca, 2009; Lehoucq, 
2012). Es decir, si bien El Salvador tendría la mayor inversión social 
por habitante, tiene una escasa capacidad de reducir la desigualdad 
mientras lo contrario ocurriría en Nicaragua. Ello podría explicarse 
por la forma de medición del ingreso social empleada, la cual sólo 
contempla las transferencias monetarias (principalmente pensiones 
y transferencias antipobreza), no así el acceso a los servicios de edu-
cación y salud, cuya importancia para la reducción de la desigualdad 
puede ser mayor la de las transferencias. 

3.3. HACIA UN BALANCE
La política social en los países centroamericanos no ha dejado de 
expresarse en programas desarticulados, en el marco de institucio-
nes débiles, con baja capacidad estatal y baja cobertura a pesar de 
la cobertura masiva de los servicios más básicos (como la vacuna-
ción o la educación primaria) (Programa Estado de la Nación, 2011). 

9	  Lamentablemente, se carecen de datos relativos a Nicaragua.
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Por ello, a pesar de los cambios, la arquitectura de la política social 
emergente de estas dos décadas demuestra continuidad en al menos 
cuatro aspectos. 

Primero, los sectores de ingresos medios mantienen su escasa 
utilización de la política social. Virtualmente todos los programas 
sociales, incluyendo los formalmente universales (como la educa-
ción primaria o la salud pública), son usados principalmente por la 
población de menores ingresos. Ello obstaculiza la emergencia de 
coaliciones amplias que permitan mejorar la cobertura, la suficien-
cia y la calidad de los servicios. 

Segundo, la escasa política social principalmente contributiva 
que sí incluye (limitadamente) a sectores de ingresos medios, está muy 
estratificada, tanto en acceso como en beneficios. Concretamente, los 
planes de seguridad social formal alcanzan a menos de un cuarto de 
la población y sus beneficios son diferenciados y son más completos 
para quienes contribuyen y mucho menos para sus familiares econó-
micamente dependientes –generalmente parejas e hijos/as– (Martínez 
Franzoni, 2011a).10 En los cuatro países, las cónyuges sólo acceden 
a los servicios directamente relacionados con la maternidad, mien-
tras que sus niños –con diferentes topes de edad–11 sólo acceden a los 
servicios básicos. Además, a diferencia de otros países de la región, 
los cónyuges no pueden ser asegurados como dependientes (Martínez 
Franzoni, 2011b).

Tercero, la mayoría de los programas sociales continúa requi-
riendo una contraparte de trabajo voluntario a cuenta de las personas 
beneficiarias, de las familias y/o de las comunidades (Benería, 1999). 
Este trabajo es generalmente femenino y se le alude como voluntario 
a pesar de que en los hechos es casi siempre requerido para el acceso. 
Por ejemplo, para las madres de niños en edad escolar o beneficiarias 
de programas de transferencias monetarias, lo ilustra elocuentemente 
el caso nicaragüense (Martínez Franzoni y Voorend, 2011). 

Cuarto, y como resultado, las transferencias y los servicios conti-
núan siendo limitados en cobertura, calidad y suficiencia. A pesar de 
los significativos esfuerzos ocurridos para promover cambios cuali-

10	 Los datos para El Salvador indican 22 % y para Nicaragua y Guatemala, 16 % 
cada uno; los datos para Honduras no estaban disponibles. Los datos para Guate-
mala mostraron una mejora cuando se compara que 93 % de la población declaró 
no tener ningún esquema de seguridad en 1998. Estimaciones oficiales de Nicaragua 
indican que 30% de la población no cuenta con ningún acceso formal. 

11	  Menores de 12 años en El Salvador y Nicaragua, de 11 en Honduras y de 6 en 
Guatemala. En ninguno de los tres casos se permite el acceso por parte de otros fami-
liares económicamente dependientes, como sería el caso de padres y madres adultos 
mayores. 
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tativos en el papel del Estado –como la ampliación masiva de trans-
ferencias monetarias durante un breve período en Guatemala y la re-
gulación de los medicamentos en El Salvador–, el Estado continúa 
teniendo un papel acotado en la protección social de las personas y en 
su capacidad de reducir la desigualdad. 

Sin embargo, en este contexto general, El Salvador se diferencia 
de los otros tres países en materia de la arquitectura de la política so-
cial, principalmente por su intento de articular los programas de pro-
tección social bajo un sistema único y universal. Ello a su vez denota, 
como se aborda seguidamente, la importancia de la democracia, 
más concretamente, de la ajustada competencia electoral con pre-
sencia de partidos políticos de izquierda y de derecha. 

4. LIMITADOS CAMBIOS INCLUYENTES: LA TENSIÓN  
ENTRE LA DEMOCRACIA Y LOS LEGADOS HISTÓRICOS 
La formación de la política social centroamericana se explica por ten-
siones entre la democratización de los países y la influencia de ideas 
internacionales, por un lado, y los legados domésticos por otro. La de-
mocratización en los años noventa y las orientaciones internacionales 
en materia de política social en los años dos mil, impulsaron un papel 
más decisivo del Estado en materia redistributiva. Es decir que, en 
términos del fortalecimiento de la política social, la democratización 
creó incentivos, por un lado, y los entornos internacionales aportaron 
arquitecturas específicas, por el otro. Simultáneamente, los legados 
históricos, tanto políticos como económicos, han presionado por una 
política social excluyente, limitando la expansión en el acceso y la 
suficiencia de los servicios. 

A continuación, nos referimos a estas tensiones analizando el pa-
pel de la democracia y las ideas internacionales, seguido de una discu-
sión sobre los legados.

4.1. CAMBIOS INCLUYENTES: LAS DEMOCRACIAS  
Y LOS ENTORNOS INTERNACIONALES 
Impulsado por la democratización de los países centroamericanos en 
los años noventa, se inició un proceso de mayor y mejor inversión 
social por varias razones. Primero, al analizar la trayectoria histórica 
desde los años noventa, se confirma que la competencia electoral en 
el marco de la instalación de la democracia constituyó un factor di-
namizador en la inversión social, en especial en salud y en educación 
(Huber y Stephens, 2012; Segura-Ubiergo, 2007). Con esto, los países 
centroamericanos confirman que la competencia electoral promueve 
un aumento de la inversión social (Huber, Mustillo y Stephens, 2008; 
Huber y Stephens, 2012; Lehoucq, 2012). Ello ocurre en los países en 
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desarrollo en general (McGuire, 2010; Sandbrook et al., 2007) y en 
Latinoamérica en particular (Filgueira, 2007; Huber y Stephens, 2012; 
Lehoucq, 2012; Segura-Ubiergo, 2007). 

Segundo, la literatura establece que la duración de la democra-
cia influye positivamente en la inversión social (Huber, Mustillo y 
Stephens, 2008). Para Centroamérica, salvo Honduras, los países se 
encuentran en el momento crítico de veinte años, que han sido iden-
tificados como un momento de inflexión (Huber y Stephens, 2012). 
Este momento crítico tendría que ver con capacidades instituciona-
les, pero también ciudadanas, para que tanto los votantes individual-
mente como la sociedad civil organizada, tenga un criterio propio al 
momento de plantear demandas y pedir cuentas a sus gobernantes 
(Keefer, 2007).

Tercero, incide la existencia de partidos programáticos, los cua-
les tienen mayor presencia y mayor consolidación democrática (Le-
houcq, 2012). Entre éstos, la democracia crea oportunidades para la 
actuación de partidos de izquierda que, actuando solos o en el marco 
de coaliciones sociales, promueven una mayor inversión social (Hu-
ber y Stephens, 2012). Los casos de El Salvador y Guatemala presen-
tan un buen ejemplo. Las transiciones salvadoreña y guatemalteca 
tuvieron lugar con sólo dos años de distancia, pero a diferencia de 
Guatemala, la competencia electoral salvadoreña se dio entre dos 
partidos fuertes e ideológicamente definidos. Esto contribuiría a ex-
plicar una mayor expansión de la inversión social en este país que en 
Guatemala, donde los partidos son altamente fragmentados, peque-
ños e inestables.

Cuarto, las democracias consolidadas desarrollan coaliciones 
sociales y mecanismos institucionales para asegurar programas so- 
ciales con alta cobertura (Filgueira, 2007). En esta materia ha habi-
do considerable variación entre países y sectores (Martínez Franzoni, 
2008). Por ejemplo, Paul Almeida y Roxana Delgado documentan el 
papel prominente de los sindicatos y de las organizaciones de la so-
ciedad civil en promover la privatización de la salud en El Salvador 
(Almeida y Delgado, 2008). En Nicaragua, por otro lado, estos actores 
no tuvieron éxito. La naturaleza específica de esta intervención desde 
abajo en el proceso de política requiere de mayor investigación. 

Finalmente, en la transición democrática se alteraron las relacio-
nes de poder con las élites económicas. Específicamente, en los países 
centroamericanos, estas generalmente aceptaron la conveniencia de 
implementar medidas de compensación de la pobreza (Martínez Fran-
zoni, 2008). Por ejemplo, en El Salvador, en 2005 el partido de derecha, 
Alianza Republicana Nacionalista (ARENA) lideró la creación de las 
transferencias monetarias condicionadas bajo la idea de superar la po-
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breza mediante la inversión en capital humano. En 2009, nuevamente 
ARENA, en el marco de la campaña electoral que perdería ante la iz-
quierda, abordó la necesidad de contar con medidas para apoyar a las 
madres trabajadoras pobres en la reconciliación del trabajo y la familia. 
Es decir, hubo apoyo para una mayor inversión social de cierto tipo. Sin 
embargo, tales élites no han acompañado reformas fiscales ni una deci-
dida ampliación de la intervención estatal en transferencias y servicios.

Además de cómo la democracia altera las relaciones de poder, la 
evolución de la política social en Centroamérica evidencia el papel de las 
ideas internacionales. Éstas son relevantes en la formación de la política 
social a lo largo y ancho del planeta. Sin embargo, cuanto menor es la 
capacidad estatal de los países, más directamente la formación de polí-
tica social se ve influenciada por actores foráneos que hacen de vehículo 
entre las ideas internacionales y los procesos políticos domésticos. Este 
papel no es particular a determinadas orientaciones ideológicas. 

Al mismo tiempo de la democratización de la región, se dieron 
cambios importantes en las ideas internacionales que permeaban los 
países analizados, y que tuvieron fuertes repercusiones en las defini-
ciones nacionales de la política social. La transición democrática en 
Centroamérica ocurrió en el contexto de la reestructuración de las 
economías a principios de la década de 1990 (Williamson, 1990) pro-
movido por el llamado “Consenso de Washington”. En este escenario 
internacional de ideas, las instituciones financieras internacionales 
inicialmente argumentaban que el crecimiento económico tendría un 
“efecto goteo”, reduciendo la pobreza y mejorando las condiciones so-
ciales. Las nociones de focalización, privatización y descentralización 
reflejaron la visión de la política social como subsidiaria a las metas 
macroeconómicas. Los partidos políticos conservadores en los gobier-
nos adoptaron estas ideas a medida que los países recibían ayuda y 
préstamos internacionales para crear servicios sociales. 

Sin embargo, a comienzos de la década de 2000, las orienta-
ciones internacionales predominantes relativas a la política social 
habían cambiado. Las instituciones financieras internacionales co-
menzaban a promover una reducción de la pobreza en tanto obstá-
culo para el crecimiento económico (World Bank, 2004). En 2000, 
Naciones Unidas puso en marcha los Objetivos de Desarrollo del 
Milenio (ODM), estableciendo metas explícitas para la reducción de 
la pobreza y generando compromisos gubernamentales a ser evalua-
dos en el año 2015 (Vos, Sánchez y Ganuza, 2008).12 El desarrollo 

12	 Los gobiernos de Guatemala, El Salvador y Honduras se comprometieron a re-
ducir a la mitad la proporción de hogares viviendo bajo pobreza extrema que te-
nían en 1990. Véanse Gobierno de El Salvador, (2009); Secretaría de Planificación  
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de propuestas desde el enfoque de derechos, y más específicamente 
iniciativas como el piso de protección social lanzado por la OIT, fue 
indicativo de un renovado apoyo al contar con políticas sociales di-
rigidas al conjunto de la población (Bachelet, 2011). En general, se 
asistió así a una revalorización del papel del Estado en la distribu-
ción del ingreso (UNRISD, 2010).

En Latinoamérica, este cambio en las ideas internacionales do-
minantes coincidió y fue alimentado por los “giros a la izquierda” 
ocurridos en varios países sudamericanos y en Centroamérica (Came-
ron y Hershberg, 2010). La llegada al gobierno de partidos políticos 
favorables a una más decidida expansión de la política social ocu-
rrió también en Centroamérica: en Honduras y Nicaragua en 2005, en 
Guatemala en 2007, y en El Salvador en 2009. Al hacer frente a la des-
igualdad, la mayoría de las administraciones de gobierno de izquierda 
o centro-izquierda combinaron estrategias de cuño radical (como la 
alfabetización en el caso de Nicaragua), con medidas de corte social-
demócrata (como la reforma de la salud en El Salvador o el Sistema 
de Protección Social Universal también en El Salvador) y liberales 
(como las transferencias a personas en condición de pobreza en am-
bos países) (Reygadas y Filgueira, 2010).

Esta combinación entre la democratización y la apertura a ideas 
internacionales específicamente referidas a la política social se expre-
só de distintas maneras, según la dinámica sectorial y macropolítica 
de cada país. Las reformas de la educación primaria en Nicaragua y 
en El Salvador fueron inspiradas por una visión subsidiaria del papel 
del Estado por parte de los gobiernos de la Unión Nacional Opositora 
(UNO) y de ARENA, respectivamente. Sin embargo, cuando en Ni-
caragua el gobierno de Violeta Chamorro promovió tales reformas, 
buscaba desmantelar el poder estatal construido por el sandinismo en 
torno a una burocracia altamente centralizada. El resultado fue una 
descentralización aún más radical que la promovida bajo el “modelo 
chileno” (Martínez Franzoni y Voorend, 2011). En cambio, la reforma 
educativa en El Salvador reflejó las negociaciones entre ARENA en el 
gobierno, y la izquierda organizada políticamente en el Frente Fara-
bundo Martí para la Liberación Nacional (FMLN). Esta negociación 
tuvo como principal objetivo integrar el sistema educativo que pre-
viamente había funcionado en territorios controlados por la guerrilla 
(Martínez Franzoni y Voorend, 2009). 

De manera similar, la implementación de los programas de trans-
ferencias monetarias condicionadas trasciende distinciones ideo-

y Programación de la Presidencia de la República de Guatemala (2010); y Gobierno 
de Honduras (2010).
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lógicas y condiciones estructurales nacionales por un lado (Borges, 
2011),13 y por el otro, la perspectiva ideológica se expresa en cómo 
estos programas se articulan con el resto de la política social. Los go-
biernos más conservadores tendieron a convertirlos en pilar de la po-
lítica social, mientras que, más recientemente, los de izquierda han 
buscado combinarlos con reformas sectoriales expansivas. 

4.2. LOS LEGADOS HISTÓRICOS COMO FRENO A LA INCLUSIÓN
Por otro lado, los legados históricos en los países centroamericanos 
han inhibido y retrasado cambios incluyentes. Sabemos que las ar-
quitecturas iniciales dan lugar a trayectorias de política difíciles de 
alterar (Pierson, 1993). Por ello, los orígenes de los programas socia-
les explican cambios y continuidades ulteriores (Martínez Franzoni 
y Sánchez Ancochea, 2014b). En los países considerados, la política 
social es heredera de élites extractivas poco proclives a una redistri-
bución progresiva de los recursos (Filgueira, 1998). Por ejemplo, a lo 
largo del siglo XX, en ausencia de una frontera agrícola, la élite salva-
doreña asociada a la economía del café actuó de manera depredadora, 
tanto concentrando la tierra como proletarizando la fuerza de trabajo 
(Paige, 1997). Para ello se beneficiaron de los recursos públicos y res-
pondieron a las demandas campesinas y obreras con represión antes 
que con redistribución (Collier y Collier, 2002; Filgueira y Filgueira, 
2002; Vargas, 2012). Sólo pequeños sectores de la fuerza laboral es-
tatal fueron efectivamente incluidos en servicios de educación, salud 
y seguridad social. Por ello, la escasa cobertura, pobre calidad y alta 
estratificación de transferencias y servicios precedió a las reformas 
neoliberales de la década de 1990 (Filgueira, 1998).

Un intento radical por parte de las élites emergentes tuvo lugar 
en Nicaragua la década 1980. Durante la primera mitad de esta déca-
da, tuvo lugar en Nicaragua un intento radical por parte de las elites 
emergentes de transformar los legados históricos excluyentes. A con-
trapelo de la tendencia en el resto de la región latinoamericana, la 
revolución sandinista impulsó una expansión de la política social que 
se sustentó en una visión universalista de transferencias y servicios 
sociales disponibles para toda la población (Chávez, 2000). Aun bajo 
este enfoque Estado-centrista sobre la garantía de derechos sociales, 
la movilización y organización de personal voluntario, principalmente 
femenino, fue clave en dicha expansión (Martínez Franzoni y Voorend, 

13	 La excepción en Latinoamérica fue Nicaragua, donde el programa de transferen-
cias condicionadas se eliminó sólo para ser restablecido poco tiempo después con 
otro nombre. 
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2011).14 Años de bloqueo estadounidense, una guerra sangrienta, seve-
ras restricciones fiscales y la escasez de bienes básicos afectaron ne-
gativamente el éxito de este esfuerzo. La coalición liberal de partidos 
políticos electa en 1990 promovió un cambio radical de esta arquitec-
tura de política social. Por un lado, redujo la inversión social pública y 
aumentó la dependencia de copagos en los servicios de salud y de edu-
cación (Martí i Puig, 1997; Saenz, 2010). Por otro lado, descentralizó 
la educación y se bifurcaron los servicios del seguro social destinados 
a trabajadores formales y de la asistencia social para la población po-
bre, organizada en programas transitorios para atender situaciones de 
emergencia social.

En el marco centroamericano de políticas sociales excluyentes, 
el bienestar de la población dependió más de familias “atrapa todo”, 
que generaban ingresos en condición de autoempleo, emigración y 
envío de remesas, y la creación de redes de protección social a base de 
reciprocidad económica y de trabajo no remunerado. Históricamente, 
redes informales familiares y comunitarias asumieron la prevención 
y el manejo de riesgos, creando trabajos y servicios frente a la enfer-
medad, la muerte y el cuidado de la niñez, personas adultas mayores y 
otras personas dependientes (Martínez Franzoni, 2008). 

Al mismo tiempo, los cuatro países analizados se caracterizan por 
la extendida transnacionalización, tanto de los mercados laborales 
como de las redes de protección social y, en general, de las estrate-
gias familiares de sobrevivencia. Economías altamente dependientes 
de Estados Unidos se nutren de la dinamización económica y finan-
ciera que logran las remesas, en gran medida generadas por fuerza de 
trabajo no calificada en mercados laborales secundarios en el país de 
destino. Además, sumando adversidad a este escenario, Centroamé-
rica carece de materias primas a diferencia de entornos nacionales 
similares en Sudamérica. Por lo tanto, no ha experimentado el auge 
económico ocurrido durante la década de 2000 en países como Boli-
via, Ecuador y Paraguay. 

En Centroamérica, la limitada inversión social debe hacer fren-
te a demandas sociales largamente acumuladas. En este contexto, el 
Estado continúa teniendo un papel secundario respecto al muy sig-
nificativo papel de las familias en la subsistencia y la protección so-
cial de las personas. A diferencia de lo ocurrido en Sudamérica don-
de las reformas de mercados tendieron a reducir el papel del Estado 
en el bienestar de la población, en estos países de Centroamérica fue 
en el marco de reformas de mercado paralelas a la democratización  

14	 Aunque la Campaña Nacional de Alfabetización es el ejemplo más conocido, el 
trabajo voluntario fue central en otros sectores, como salud y cuidados infantiles. 
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política, que la política social comenzó tímidamente a separarse de 
legados históricos excluyentes a partir de la creación de programas 
focalizados de asistencia social (Filgueira, 1998). Aun en ese marco, 
el espacio dejado por las élites económicas para la redistribución fue 
escaso (Filgueira, 2007). 

5. CONCLUSIONES 
Durante las décadas de 1990 y 2000, los cuatro países examinados 
experimentaron un crecimiento de la inversión pública social, pero 
los cambios fueron lentos y demasiado limitados para atender la de-
manda de protección social en sus poblaciones. Durante la década del 
noventa, en todos los países las arquitecturas de la política social se 
dirigieron principalmente a crear programas de asistencia focaliza-
dos y a descentralizar la educación y la salud. En algunos países (El 
Salvador y Nicaragua, aunque no en Guatemala ni en Honduras) se 
promovió además el ahorro individual para enfrentar la vejez bajo los 
esquemas de seguridad social. 

Durante la década de 2000, la arquitectura de la política social ex-
perimentó una transición. Pasó de constituirse en respuestas de corto 
plazo frente a la emergencia social en el marco del período de ajuste 
estructural de las economías y de la posguerra, a tener objetivos de 
largo plazo en la formación del capital humano y la interrupción del 
ciclo intergeneracional de la pobreza. También pasó de ser organizada 
en torno a programas específicos para comenzar a ser pensada como 
parte de sistemas de protección social a lo largo del ciclo de la vida.

El tipo de arquitectura de política social que los gobiernos bus-
caron establecer estuvo estrechamente entrelazado con las orien-
taciones internacionales prevalecientes en cada momento. El que 
esta política continúe teniendo un papel limitado en la vida de las 
personas refleja un terco legado de exclusión, el cual –a pesar de 
las ideas internacionales recientemente favorables para promover 
instrumentos estatales más amplios y ambiciosos– tiende a sacar la 
redistribución del ámbito político democrático. Se trata de legados 
que la democracia no ha sido aún capaz de alterar (Vargas, 2012), 
como lo refleja la imposibilidad de promover reformas fiscales en 
la región. Estos legados se vinculan directamente con la resistencia 
de las élites a la redistribución, y con la incapacidad de cambiar las 
reglas del juego que permite que actores poderosos impidan ampliar 
los fondos públicos a la vez que continúan dificultando un uso redis-
tributivo de recursos existentes.

Por otra parte, cambios positivos en la inversión social y cam-
bios más ambiguos en su arquitectura, indican que El Salvador, Gua-
temala, Honduras y Nicaragua pueden estar tímidamente transitan-
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do en la dirección correcta. Esta transición se expresa con mayor 
claridad en El Salvador, donde una reñida competencia electoral en-
tre partidos políticos programáticos a la izquierda y la derecha del 
espectro ideológico impulsan la inversión social. Sin embargo, para 
que la política social supere la ausencia de eficaces pisos de protec-
ción social, utilizando la noción de la onu, se necesitan cambios más 
decisivos en la arquitectura y en la magnitud de la inversión social.

Para lograrlo, es clave interrumpir los legados históricos des-
critos. Para esto, la creencia común es que la participación de los 
sectores de ingresos medios es fundamental. Hasta la fecha, la mala 
calidad y lo restrictivo de los servicios sociales existentes, empuja a 
muchas personas a la compra de servicios privados, antes que a ma-
nifestar su descontento por los servicios públicos, lo cual no ayuda a 
mejorarlos. La ausencia de pensiones extendidas y de servicios médi-
cos suficientes. Uno de los grandes desafíos que enfrentan los cuatro 
países analizados, en el contexto de sociedades altamente estratifi-
cadas y de élites reacias a participar en la redistribución progresiva, 
es la construcción de arquitecturas de política capaces de alentar 
coaliciones entre grupos socioeconómicos que favorecen beneficios 
sólidos para todos. 
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